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Con la llegada del
otoño, MGJ Abogados y

Asesores vuelve a su
horario habitual

Hemos vuelto a nuestro horario habitual.
Por tanto, volvemos a la atención presencial
de lunes a jueves de 08:00 a 13:30 y de
15:30 a 18:00. Los viernes, atención
continuada de 08:00 a 15:00. Para concertar
cualquier cita, llámenos al 945 145 082.

Direcciones de correo

 info@mgjabogados.com 
laura@mgjabogados.com
 esther@mgjabogados.com
arantxa@mgjabogados.com
javier@mgjabogados.com

Nuestros Servicios

Horario     Lunes a jueves de 08:00 a 13:30 y de 15:30 a 18:00 horas. / Viernes de 08:00 a 15:00 horas

En MGJ abogados ayudamos a autónomos, comerciantes y empresarios en
lareclamación ante su compañía de seguros por el cierre forzoso de su negocio
y suconsecuente paralización de la actividad. 

Si tienes una póliza de seguro en tu negocio puede que te de cobertura en este
tipode siniestro y puedas recuperar el dinero perdido. 

No todas las pólizas de seguro cubren este riesgo, pero una parte importante si
lohacen, bajo la denominación: lucro cesante, paralización de la actividad,
perdida deexplotación etc.
PODEMOS AYUDARTE, enviamos tu póliza de seguro, estudiamos las
coberturas y valoramos la viabilidad de tu reclamación.

INDEMNIZACIÓN POR TU ASEGURADORA DEL CIERRE FORZOSO
DE TU NEGOCIO



	  El 3 de junio de 2021 se publicó la Ley
8/2021, de 2 de junio por la que se ha
reformado la legislación civil y procesal
para el apoyo a las personas con
discapacidad en el ejercicio de su capacidad
jurídica.

 La reforma ha supuesto un cambio radical
del sistema vigente hasta ahora. La
declaración de incapacidad y la tutela
suponían un predominio de la sustitución en
la toma de decisiones del tutelado. La
reforma prevé el establecimiento de
medidas de apoyo para las personas con
discapacidad, pero con prevalencia de la
voluntad y preferencias de las personas con
discapacidad. 
La reforma del Código Civil establece las
siguientes figuras y medidas de apoyo: 
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El Título XI del Libro Primero del Código
Civil se redacta de nuevo y pasa a rubricarse
«De las medidas de apoyo a las personas con
discapacidad para el ejercicio de su capacidad
jurídica».

 Lo más novedoso es que la nueva regulación
elimina los conceptos de incapacitación o de
modificación de la capacidad, y establece
como eje del sistema el apoyo a las personas
que los precisen. 
 Para poder beneficiarse de las medidas de
apoyo ya no es necesario una declaración
previa de incapacitación. Podrá solicitarla
cualquier persona que las precise, con
independencia de si ha obtenido o no un
reconocimiento administrativo de su
situación de discapacidad. 
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	   Lo más relevante es importancia que
adquieren los poderes y mandatos preventivos,
así como los mandatos preventivos. La
posibilidad de que cada persona pueda
establecer las bases en las que quiere recibir
apoyo. 

 Otro mecanismo novedoso es la regulación de
la llamada guarda de hecho. Se erige como
una verdadera institución jurídica de plenos
efectos. El guardador de hecho, podrá, previa
acreditación de su circunstancia, obtener
directamente la tutela judicial necesaria para
poder asistir a la persona con discapacidad,
pudiendo solicitar de manera directa, la
autorización judicial necesaria. 

 La reforma regula la curatela de forma más
extensa. El carácter de la curatela tendrá
naturaleza de asistir al discapacitado y sólo de
manera excepcional podrá atribuirse funciones
de representación al curador. 

 Las medidas de apoyo que se hayan acordado
judicialmente serán revisadas periódicamente
en un plazo máximo de tres años, o en casos
excepcionales de hasta seis. Por supuesto,
también se podrán revisar ante cualquier
cambio en la situación de la persona que
pueda requerir su modificación.



 El recargo de prestaciones su noción es más amplia
pues a los efectos de lo establecido en el art. 123 de
la Ley General de la Seguridad Social que regula
dicha figura, existe incumplimiento de obligaciones
preventivas siempre que el empresario no ha
obrado con la diligencia exigible para garantizar la
seguridad y la salud de los trabajadores a su
servicio, aun cuando su conducta no resulte
subsumible en ninguna de las infracciones
administrativas tipificadas en la LISOS.

 Por otra parte, el hecho de que la Inspección de
Trabajo que investiga un accidente de trabajo
califique determinadas actuaciones del empresario
como constitutivas de una o más infracciones en
materia preventiva, y que la sanción impuesta por
la Autoridad Laboral sea anulada mediante
sentencia firme por haber quedado desvirtuados los
hechos que le sirven de base, no obsta a que en el
procedimiento de recargo de prestaciones puedan
alegarse y acreditarse otros incumplimientos
constitutivos o no de infracción administrativa con
relevancia causal en el resultado lesivo y que por lo
tanto de lugar a imponer un recargo de
prestaciones.

La LISOS también establece que la declaración de
hechos probados que contenga una sentencia firme
relativa a la existencia de infracción a la normativa
de prevención de riesgos laborales, vinculará al
orden social de la jurisdicción, en lo que se refiere a
enjuiciar la existencia o no del recargo de
prestaciones, en su caso, de la prestación
económica del sistema de Seguridad Social.

 Cuando en una empresa se produce un accidente de
trabajo, se solapan dos figuras que son la infracción
o sanción y el recargo de las prestaciones que se
derivan de dicho accidente. Por prestaciones se ha
de entender el pago mensual durante la situación de
incapacidad temporal o las prestaciones/ pensiones
de ser reconocida una incapacidad permanente al
trabajador. 

 La sanción aparece definida como toda acción u
omisión de los sujetos responsables que conlleve la
violación de normas legales, reglamentarias y
cláusulas normativas en materia de seguridad y
salud en el trabajo, siempre que se encuentre
tipificada como tal en la Ley de Infracciones y
Sanciones del Orden Social (LISOS), que contiene
un catálogo cerrado de conductas ilícitas. Por tanto,
es preciso que el incumplimiento este tipificado en
la LISOS para sancionar a la empresa, de no estarlo,
no se puede imponer la sanción.
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El Real Decreto Ley 7/2021 transpone
diversas directivas de la UE en nuestro
ámbito normativo, una de ellas es la relativa
a la contratación de compraventa de bienes y
suministros de contenidos o servicios
digitales.

Se establece un nuevo plazo para manifestar
la disconformidad del consumidor. De tal
forma que el empresario será responsable de
las faltas de conformidad que existan en el
momento de la entrega o del suministro y se
manifiesten en un plazo de tres años desde la
entrega en el caso de bienes o de dos años en
el caso de contenidos o servicios digitales.

Se presumirá que las faltas de conformidad
que se manifiesten en los dos años siguientes
a la entrega del bien o en el año siguiente al
suministro del contenido o servicio digital
suministrado en un acto único o en una serie
de actos individuales, ya existían cuando el
bien se entregó o el contenido o servicio
digital se suministró, excepto cuando para los
bienes esta presunción sea incompatible con
su naturaleza o la índole de la falta de
conformidad.

 La acción para reclamar el cumplimiento
frente al empresario incumplidor
prescribe a los 5 años desde la
manifestación de la falta de conformidad.
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De conformidad con las disposiciones legalmente establecidas en nuestro ordenamiento jurídico y en pleno cumplimiento de las mismas, le informamos que   los datos
de carácter personal, recogidos con motivo de la relación profesional que le une a nosotros, serán tratados con la debida diligencia y seguridad que   la profesión
comporta, cuya finalidad estará orientada al desarrollo de la lógica prestación de servicios y el cumplimiento de las obligaciones legales de 

Javier Martínez González S.L.P.U.
Así mismo, ponemos en su conocimiento que los datos de carácter personal por usted proporcionados, quedan vinculados a una relación que conlleva la cesión de los
mismos, a órganos, entidades y profesionales, que por motivo del mantenimiento y desarrollo de la prestación de servicios correspondiente, y para su tramitación y
ejecución tuvieran o pudieran tener conocimiento de ellos, otorgándoles, de la misma forma todas las medidas de seguridad de índole técnica y organizativa legalmente
exigidas en función del nivel de los datos, a fin de garantizar la seguridad de los mismos.
Siendo usted titular de derechos reconocidos en la normativa vigente en materia de protección de datos, podrá ejercer los mismos, dirigiéndose a la dirección  del
Responsable del Fichero: Javier Martínez González S.L.P.U. c/ Dato núm. 18, 1º C.P. 01005 Vitoria-Gasteiz, o a la dirección de correo electrónico:

 info@mgjabogados.com

Hasta la aprobación judicial de un convenio o acuerdo con los acreedores o hasta la
aprobación del plan de liquidación de los bienes y derechos que integran la sociedad no se
podrán vender tales bienes o derechos.

A la anterior regla general, la Ley establece excepciones como pueden ser: cuando sea
preciso para la continuidad de la actividad empresarial o para satisfacer necesidades de
tesoreria etc.

Se exceptúa tambien la venta de bienes que no sean necesarios para la continuidad de la
actividad empresarial, cuando la oferta de compra coincida sustancialmente con el valor
que se les haya dado en el inventario del concurso.
En caso de venta del conjunto de la empresa o de una o varias unidades productivas
siempre ha de hacerse en subasta, judicial o extrajudicial. Y antes de autorizar la venta, a
los representantes de los trabajadores se les da audiencia para que manifiesten lo que
consideren oportuno.

En caso de venderse el conjunto de una empresa, se considerará a los efectos laborales y de
seguridad social que existe sucesión de empresa.
Siendo el Juez del concurso el único competente para declarar la existencia de sucesión de
empresa o no.
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